SE PRESENTAN. PONEN EN CONOCIMIENTO, SOLICITA SE EXPIDA 


Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 18 de noviembre de 2022 


Al Sr. Secretario de Ética Pública, Transparencia y 


Lucha contra la Corrupción 
Dr. Félix Pablo Crous 


S / D. 


C.C.: Sr. Jefe de Gabinete de Ministros de la Nación, Juan Luis Manzur; y Sra. Ministra de Desarrollo 


Social de la Nación, Victoria Tolosa Paz. 


De nuestra consideración: 


Hernán Leandro REYES, María Fernanda REYES, Maximiliano FERRARO, Juan Manuel LÓPEZ, Héctor 


FLORES y Maricel ETCHECOIN MORO, nos presentamos y respetuosamente decimos: 


Il. OBJETO 


Que venimos a poner en su conocimiento hechos que, a nuestro criterio, deben ser investigados 
siempre que podrían ser violatorios de la Ley de Ética en el Ejercicio de la función Pública, Ley N* 


25.188. 


Así, por los motivos que, seguidamente expresaremos, venimos a solicitar que la Oficina 
Anticorrupción que se expida respecto de la posible intervención en actos administrativos en 
conflicto de interés del Sr. Secretario de Economía Social, Sr. Emilio Miguel Ángel Pérsico, en el marco 
del programa “Potenciar Trabajo”, como así también de la intervención del Sr. Presidente del Instituto 


Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES), Sr. Alexandre Roig en la asignación de 


soluciones financieras por parte del INAES, mediante la celebración de convenios a los efectos. 
Ambos funcionarios están estrechamente vinculados con el Movimiento Evita, organización social 


que nuclea cooperativas del trabajo, fundaciones y asociaciones civiles en todo el país. 


Que el otorgamiento de soluciones financieras a cooperativas, fundaciones y asociaciones civiles que 
integran el Movimiento Evita sin la expresa excusación de funcionarios vinculados al Movimiento, 
constituye un evidente conflicto de interés por parte de los funcionarios. La excusación expresa debe 
proceder conforme está previsto en el Artículo 6 de la Ley N” 19.549 y en cumplimiento con lo 
establecido en los incisos c) e i) del Artículo 2 de la Ley N* 25.188 y el Artículo 17 del Código Procesal 


Civil y Comercial de la Nación. 


Asimismo, hemos observado la participación en áreas relevantes del INAES y del Ministerio de 
Desarrollo Social de más de dos decenas de funcionarios vinculados a las organizaciones sociales 
como el Movimiento Evita, Barrios de Pie y la Confederación de Trabajadores de la Economía Popular 
(CTEP). Podrían existir otros funcionarios de los que no nos hemos percatado y que se encuentren en 


situaciones similares. 


No está siendo requerida la investigación respecto de convenios que incorporan o incluyen trámite 
de planes o beneficios sociales o asistenciales. Solicitamos que se investigue exclusivamente los 
convenios que consten en el otorgamiento de soluciones financieras (aportes no reembolsables o 
créditos flexibles) a cooperativas de trabajo, federaciones, fundaciones, asociaciones civiles y 


personas jurídicas. 


Il. HECHOS 


En los presentes hechos se describirán intervenciones de la Secretaría de Economía Social del 


Ministerio de Desarrollo Social y del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES). 


En el caso del INAES en la celebración de convenios con cooperativas de trabajo, federaciones, 
fundaciones y asociaciones civiles para el otorgamiento de soluciones financieras. Estos convenios 
son aprobados por el Directorio del INAES, y constan en las actas del Directorio. Asimismo, es el 
organismo encargado de controlar el cumplimiento de las obligaciones y requisitos de las 


cooperativas y mutuales para mantener su personería, y de mantener los registros actualizados. 


En el caso específico de la Secretaría de Economía Social en la confección de convenios celebrados 
con cooperativas de trabajo, federaciones, fundaciones y asociaciones civiles a los efectos de otorgar 


subsidios y demás soluciones financieras, ello en el marco del programa Potenciar Trabajo. 


Asimismo, es destacable que no tenemos acceso a la documentación respecto de los convenios y la 
intervención por parte de los funcionarios de la Secretaría de Economía Social. No solamente es 
producto de la falta de transparencia con la que se otorgan este tipo de soluciones financieras, sino 
que hay una obstaculización deliberada del Ministerio en otorgar los documentos públicos. Dicha 
información fue requerida especificamente por el pedido EX-2022-74368934- -APN-DNAIPHAAIP en 
julio de 2022 y al día de la fecha no hemos obtenido respuesta. El requerimiento de información se 


encuentra judicializado ante la negativa de ofrecer respuesta. 


Los funcionarios mencionados en el presente, se encuentran vinculados con las organizaciones como 
se expresa en cada apartado. Siendo que los funcionarios Emilio Pérsico, Alexandre Roig y Milagros 


Moya integran el Movimiento Evita. Ello es abordado en cada apartado individual. 


Respecto de las cooperativas de trabajo que integran la la FEDERACIÓN DE COOPERATIVAS DE 
TRABAJO EVITA LTDA, son parte integrante (en su origen) del Movimiento Evita. El movimiento es una 
organización de carácter político que integra el Frente de Todos, disputa lugares internos en dicho 
frente y se encuentra conformado por cooperativas de trabajo, federaciones, fundaciones y 


asociaciones civiles. 


A los efectos de la presente, se requiere que se investiguen todos los convenios celebrados con las 


siguientes 49 organizaciones': 


1. Cooperativa de Trabajo La Patriada Ltda. 

2. Federación de Cooperativas de Trabajo Evita Ltda. 
3. Cooperativa de trabajo “Ayelén” Ltda. 

4. Cooperativa “Julio Roque” Ltda. 

5. Cooperativa “Pocho Lepratti 2” 

6. Cooperativa “La Unión Santa Catalina” Ltda. 

7. Cooperativa “San José Obrero” Ltda. 

8. Cooperativa “La Montonera” 

9. Cooperativa “Chacho Peñaloza” 

10. Cooperativa “La Batanense” Ltda. 


11. Instituto IDEC 


T Las 49 organizaciones son integrantes de la Federación de Cooperativas de Trabajo Evita LTDA, que nuclea a las 
cooperativas de trabajo que formaron el Movimiento Evita. 
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12. 


13. 
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38. 


39. 


40. 


41. 


Cooperativa de trabajo “Nuestra Evita 14” Ltda. 
Cooperativa de trabajo “2 de Septiembre” 
Cooperativa de trabajo “Rodolfo Ortega Peña” Ltda. 
Cooperativa de trabajo “Padre Mugica” Ltda. 
Cooperativa de trabajo “Movimiento Evita La Matanza” 
Fundación Rumbos de Integración 

Asociación Civil “La Gloriosa” 

Cooperativa de trabajo “Juntos en Lucha” Ltda. 
Asociación Civil “Igualar” 

Cooperativa de trabajo “La Cuchara” Ltda. 
Cooperativa de trabajo “20 de Diciembre” 
Cooperativa de trabajo “Ruka Newen” 
Cooperativa de trabajo “Néstor Kirchner” 
Cooperativa “Corrientes del Sur” Ltda. 
Asociación Civil “La Poblada” 

Cooperativa de trabajo Unión Saladeña Ltda. 
Cooperativa de trabajo “La Gastronómica” Ltda. 
Cooperativa Recicoop Ltda. 

Asociación Civil Redes Ensenadences 
Fundación PRO ECO 

Unidos y Organizados 

Campo Unamuno Ltda. 

Cooperativa Daniel Rollano 

Cooperativa La Fuerza de un Pueblo 


Cooperativa Futuro en Construcción 


. Cooperativa de trabajo Liniers Ltda. 


Asociación Civil Crepúsculo de Moreno 
Asociación Civil Pequeños Productores de la Yesera 


Fundación Mejor Vida 


Asociación Civil Movimiento de Educadores Populares Unomasuno 


42. Asociación Civil Mujeres Evita 

43. Cooperativa de trabajo Matanza Il Ltda. 

44. Cooperativa Vibras Ltda. 

45. Asociación Civil Seamos Libres 

46. Asociación Civil Por Todos 

47. Cooperativa de trabajo La Quince Ltda. 

48. Cooperativa de trabajo para el Consumo de la Economía Popular 
49. Cooperativa de trabajo Tock Tock Ltda. 


A nuestra consideración, los funcionarios públicos vinculados con las organizaciones sociales 
deberían incluir este hecho en sus respectivas declaraciones juradas de intereses, regulada por el 


Artículo 1 del Decreto 202/2017 y la Resolución 11-E/2017. 


En este sentido, frente a la celebración de convenios por soluciones financieras con cooperativas o 
demás personas jurídicas integrantes del Movimiento Evita (o la organización social que corresponde 
en cada caso particular), debe el funcionario proceder a la excusación conforme está previsto en el 
Artículo 6 de la Ley N* 19.549 y en cumplimiento con lo establecido en los incisos c) e i) del Artículo 2 


de la Ley N* 25.188 y el Artículo 17 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 


a) Situación de Emilio Pérsico 


Que en la respuesta al pedido de acceso a la información pública dirigido a la Oficina Anticorrupción 
(EX-2022-34324133- -APN-DNAIPHAAIP), se nos informó que el Sr. Emilio Miguel Angel Pérsico no se 
excusó en el EX-2020-17910860-APN-SSAJIHMSYDS que da origen al Programa “Potenciar Trabajo”. 


Emilio Miguel Angel Pérsico forma parte del Movimiento Evita. La participación como líder político 


del Movimiento?" 


se encuentra ampliamente referenciado. Asimismo, destaca su participación en 
cargos directivos de la COOPERATIVA DE TRABAJO LA PATRIADA LTDA. y la FEDERACIÓN DE 
COOPERATIVAS DE TRABAJO EVITA LTDA, situación establecida por la propia Oficina en las 


actuaciones mencionadas. 


a-campor. 
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https://ri.conicet.gov.ar/handle/11336/151002 
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El expediente de la Oficina consistía en una consulta iniciada por el Sr. Emilio Pérsico siguiendo la 
ausencia de excusación expresa conforme el Artículo 6” de la Ley No 19.549 de Procedimientos 
Administrativos respecto de dos subsidios otorgados a la Federación de Cooperativas de Trabajo 
Evita ltda. Uno por el valor de $2.043.440 (RESOL-2020-144-APN-SESHMDS) y el otro por un valor 
equivalente a $158.200.000 (RESOL-2020-236-APN-SESHMDS). 


Asimismo, la Oficina le recordó a Emilio Pérsico las obligaciones normativas que debía cumplir a 
modo de instrucciones. Entre ellas, se le instruyó que “Debe abstenerse de intervenir en cuestiones 
particularmente relacionadas con las personas o asuntos a los que haya estado vinculado en los 
últimos tres años (artículo 15.b, Ley de Ética Pública). Esto incluye a las personas -humanas o 
jurídicas- a las que les haya brindado asesoramiento jurídico o cualquier otro tipo de servicio, las 
empresas cuyos órganos de gobierno haya integrado y las empresas, organizaciones o asociaciones 
de cualquier tipo en las que haya trabajado en el período indicado. En su caso, este deber incluye al 
menos a la FEDERACIÓN DE COOPERATIVAS DE TRABAJO EVITA LTDA y a la COOPERATIVA DE 
TRABAJO LA PATRIADA LTDA., así como también, a cualquier persona física o jurídica a la que le haya 
prestado servicios dentro de los tres (3) años previos a su designación como funcionario público.”, y 
se le indicó que debía renunciar al cargo directivo que ocupaba en la COOPERATIVA DE TRABAJO LA 
PATRIADA LTDA. si todavía no lo hubiera hecho. 


Entendemos que la Oficina Anticorrupción debiera investigar todos los convenios respecto de 
soluciones financieras destinadas a cooperativas, fundaciones, y asociaciones civiles pertenecientes 
a la FEDERACIÓN DE COOPERATIVAS DE TRABAJO EVITA LTDA y, por tanto, vinculadas con dicho 
Movimiento. Además, debiera investigar el cumplimiento de las instrucciones indicadas en las 


actuaciones mencionadas por parte de Emilio Pérsico. 


b) Situación de Alexandre Roig 


En el caso del Sr. Alexandre Roig, el mismo integra el Movimiento Evita?? 


y actualmente es 
Presidente del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES). Esta situación 


claramente implica un conflicto de intereses, y, conforme se nos ha respondido por la Oficina en el 


6 https://www.forbesargentina.com/tags/movimiento-evita-t98 13 
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https: //www.infobae.com/politica/2022/08/06/quino-de-alberto-fernandez-al-movimiento-evita-una-caja 
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expediente EX-2022-34324133- -APN-DNAIPHAAIP, no ha incluido dicha situación en su declaración 


jurada de intereses al momento de asumir el cargo. 


El Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES), ha brindado soluciones financieras 
a diferentes cooperativas de trabajo. Las soluciones financieras consistentes en préstamos flexibles o 


aportes no reembolsables son otorgadas en el marco del Directorio del INAES que el Sr. Roig preside. 


Entendemos que la Oficina Anticorrupción debiera investigar todos los convenios respecto de 
soluciones financieras destinadas a cooperativas, fundaciones y asociaciones civiles pertenecientes a 
la FEDERACIÓN DE COOPERATIVAS DE TRABAJO EVITA LTDA y, por tanto, vinculadas con dicho 


Movimiento. 


c) Situación de otros funcionarios de menor jerarquía 


En igual sentido, en los casos del Sr. Roig y el Sr. Pérsico, la Sra. Milagros Moya es la Directora 
Nacional de Cumplimiento y Fiscalización del INAES. Con motivo al pedido de acceso a la información 
pública respondido por la Oficina bajo el expediente EX-2022-34324133- -APN-DNAIPHAAIP, sabemos 
que la señora Moya no incluyó su pertenencia en la declaración jurada de intereses correspondiente 


ni hizo mención alguna a dicha circunstancias al momento de asumir su función. 


Dicha Dirección tiene a su cargo establecer el programa de fiscalización y control de cooperativas y 
mutuales de dicho organismo. La fiscalización y control del INAES resulta esencial, dado que a partir 
de dichas intervenciones e inspecciones es que el Directorio resolverá la apertura de sumario y 
eventuales sanciones. El cumplimiento efectivo de las actividades es auditado conforme este 
programa de fiscalización y control. Milagros Moya no solamente forma parte del Movimiento 


Evita?101112 


, también es funcionaria electa en forma simultánea. Actualmente se desempeña de 
Concejal en el Concejo Deliberante de Lobos, en la Provincia de Buenos Aires. Es por ello que resulta 


tan alarmante que quien debe ser la encargada de fiscalizar la forma de llevar a cabo este programa, 


httos://www.lanacion.com.ar/politica/el-movimiento-evita-apuesta-por-candidatos-en-al-menos-19-dist 
ritos-y-se-resguarda-con-un-partido-nid04112022/ 
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se halle tan intrínsecamente vinculada con el Movimiento Evita, a quien se le brinda esta clase de 


beneficios. 


Es por ello que consideramos pertinente que vuestra Oficina realice las tareas de investigación 
correspondientes a los fines de detectar cualquier intervención por la cual los ya mencionados hayan 


obrado contrario a la ley, en beneficio de allegados. 


Que en el mismo sentido, y con motivo del mencionado expediente 
EX-2022-34324133--APN-DNAIPHAAIP de acceso a la información pública, tenemos conocimiento 
que los siguientes funcionarios públicos no han informado su pertenencia a sus respectivas 
organizaciones sociales. Todos con funciones asociadas a la atención directa de cooperativas de 
trabajo y soluciones financieras a organizaciones sociales de características similares a las que 


integran. 


El listado de funcionarios que hemos recabado como intervinientes en algún momento del 2022, es 


el siguiente: 


1. Daniel Alejandro Menéndez subsecretario de la Subsecretaría de Políticas de Integración y 
Formación del Ministerio de Desarrollo Social, 


2. Carla Andrea Gutiérrez de la Dirección de Gestión de la Economía Social y Popular, 

3. Carolina Brandariz de la Dirección de Seguimiento y Abordaje del Desarrollo Local, 

4. Julian Aceituno de la Coordinación de Roles y Actores de la Economía Social y Popular, 

5. Juan Martin Carpenco de la Coordinación de Proyectos de Innovación Socioeconómica, 

6. Rafael David Klejzer de la Dirección Nacional de Políticas Integradoras, 

7. Ramona Fernanda Miño de la Secretaría de Integración Socio Urbana, 

8. Lucía Glimberg de la Coordinación de Acompañamiento a los Actores de la Economía Social, 
9. Ignacio Trucco de la Dirección Nacional de Dispositivos Territoriales, 


10. Sonia Lombardo de la Dirección del Registro Nacional de Efectores de Desarrollo Local y 
Economía Social, 


11. David Miguel Magnarelli de la Coordinación de Integración de Procesos, 
12. Pablo Ignacio Chena de la Dirección Nacional de Economía Social y Desarrollo Local, 
13. Julian Aceituno de la Coordinación de Roles y Actores de la Economía Social y Popular, 


14. Francisco Cubria de la Coordinación de Fortalecimiento de la Economía Social y Popular, 


15. María Inés Castillo de la Dirección Nacional de Economía Popular, 


16. Fernanda Garcia Monticelli de la Subsecretaría de Gestión de Tierras y Servicios Barriales. 


En sintonía con todo lo expuesto, es que consideramos relevante que se solicite a los demás 
funcionarios intervinientes en la concesión de soluciones financieras, que brinden la información 
correspondiente a los fines de determinar si los mismos no han firmado actos administrativos que 
beneficiaron directamente a organizaciones sociales, cooperativas, asociaciones, fundaciones o 


federaciones de las cuales formaron (y forman) parte en un abierto conflicto de interés conforme 


lo consagrado en la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública. 


Asimismo, bajo los criterios de la Oficina, consideramos conveniente que requiera tomar 
conocimiento de todos los funcionarios públicos que intervienen en los convenios de soluciones 


financieras. 


11. NORMATIVA VIGENTE 


Que como es de vuestro conocimiento, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 
aprobada por nuestro país por ley 26.097, establece, en el artículo 7, apartado 4, que “Cada Estado 
Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, procurará adoptar 
sistemas destinados a promover la transparencia y a prevenir conflictos de intereses, o a mantener y 


fortalecer dichos sistemas.” 


En sintonía con esta postura de carácter internacional, la Ley 25.188, Ley de Ética en el Ejercicio de la 
Función Pública, establece un “conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades aplicables, 


sin excepción, a todas las personas que se desempeñen en la función pública” (Art. 1) 


La citada norma expresa, en su artículo 2 que “ Los sujetos comprendidos en esta ley se encuentran 
obligados a cumplir con los siguientes deberes y pautas de comportamiento ético: (...) b) 
Desempeñarse con la observancia y respeto de los principios y pautas éticas establecidas en la 
presente ley: honestidad, probidad, rectitud, buena fe y austeridad republicana; c) Velar en todos sus 
actos por los intereses del Estado, orientados a la satisfacción del bienestar general, privilegiando de 
esa manera el interés público sobre el particular; (...) i) Abstenerse de intervenir en todo asunto 
respecto al cual se encuentre comprendido en alguna de las causas de excusación previstas en ley 


procesal civil.” entre otros principios. 


Que en materia de excusación el artículo 30 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación 
establece que “Todo juez que se hallare comprendido en alguna de las causas de recusación 
mencionadas en el artículo 17 deberá excusarse. Asimismo, podrá hacerlo cuando existan otras 
causas que le impongan abstenerse de conocer en el juicio, fundadas en motivos graves de decoro o 


delicadeza””. 


Y el artículo 17 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación al que refiere el artículo 30 
establece que “Serán causas legales de recusación: (...) 8) Haber recibido el juez beneficios de 
importancia de alguna de las partes; 9) Tener el juez con alguno de los litigantes amistad que se 


manifieste por gran familiaridad o frecuencia en el trato (....)” 


Es en virtud de esta situación, que consideramos que los aquí mencionados encuadran en estas 
causales, toda vez de su estrecho vínculo con el Movimiento al cual se le han concedido los 
beneficios económicos en cuestión. Cada uno de ellos ha formado parte de su organización, sea 
participando de su dirección, o incluso representado a dichas organizaciones. Ergo, parecería lógico 


afirmar que estas causales deben ser aplicadas en su totalidad a estos funcionarios. 


Incluso, en el caso del Sr. Pérsico y el Sr. Roig, debemos observar que el artículo 13 de la Ley 25.188 
reza: “Es incompatible con el ejercicio de la función pública: a) dirigir, administrar, representar, 
patrocinar, asesorar, o, de cualquier otra forma, prestar servicios a quien gestione o tenga una 
concesión o sea proveedor del Estado, o realice actividades reguladas por éste, siempre que el cargo 
público desempeñado tenga competencia funcional directa, respecto de la contratación, obtención, 
gestión o control de tales concesiones, beneficios o actividades; b) ser proveedor por sí o por 
terceros de todo organismo del Estado en donde desempeñe sus funciones””, y en concordancia con 
esto, el artículo 15 sostiene: “En el caso de que al momento de su designación el funcionario se 
encuentre alcanzado por alguna de las incompatibilidades previstas en el Artículo 13, deberá: a) 
Renunciar a tales actividades como condición previa para asumir el cargo. b) Abstenerse de tomar 
intervención, durante su gestión, en cuestiones particularmente relacionadas con las personas o 
asuntos a los cuales estuvo vinculado en los últimos TRES (3) años o tenga participación societaria.”. 
Esta situación claramente no fue cumplida por el Sr. Pérsico y el Sr. Roig, máxime con lo ya 
mencionado previamente en relación a las investigaciones que precedieron de vuestra Oficina en 
virtud de subsidios concedidos. Incluso, sobre este último apartado, la Oficina Anticorrupción ha 
sostenido que “Respecto de esta causal de excusación, la OA ha dictaminado que -pese lo que 
pareciera surgir de una interpretación literal de la norma- alcanza a las personas a las que el 
funcionario les haya prestado servicios en el período señalado, se encuentren o no comprendidas en 


la hipótesis de conflictos de intereses contenidas en el artículo 13 (...) y resulta razonable concluir 


que el inciso b) del artículo 15 de la Ley Nro. 25.188 debe interpretarse en forma autónoma. En 
consecuencia, para determinar la necesidad de abstención del funcionario, deberán tenerse en 
cuenta las vinculaciones que hubiere tenido el funcionario en los tres años anteriores a aquel 
momento en el que tuviere que intervenir.” De aquí se desprende el imperativo por el cual el 
funcionario debe mantenerse ajeno a la toma de decisiones en relación a personas (humanas y/o 


jurídicas) a las que haya estado vinculado en el período de tiempo determinado por la norma. 


Lo expuesto y, en parte modificado por la Ley de Ética Pública, ya había sido expresado en el Código 
de Ética Pública sancionado por Decreto 41/99. En efecto, allí ya se establecía en su artículo 41 que 
“A fin de preservar la independencia de criterio y el principio de equidad, el funcionario público no 
puede mantener relaciones ni aceptar situaciones en cuyo contexto sus intereses personales, 
laborales, económicos o financieros pudieran estar en conflicto con el cumplimiento de los deberes y 
funciones a su cargo.”, y ampliándose en el siguiente artículo mediante la premisa: “El funcionario 
público debe excusarse en todos aquellos casos en los que pudiera presentarse conflicto de 


intereses” 


Por ello la ley es clara. Se busca lograr transparencia, y evitar concesiones por parte de funcionarios 
públicos sobre asuntos donde claramente tienen intereses afines. El omitir esta situación, el ir contra 
lo consagrado con la normativa vigente, no solamente genera un descontento social, sino que genera 


la pérdida de la confianza depositada por el pueblo en sus funcionarios. 


IV. PETITORIO 


Por todo lo expuesto es que solicitamos que la Oficina Anticorrupción se expida acerca de los 
hechos presentados y si los denunciados han firmado actos administrativos que beneficiaron 
directamente a organizaciones sociales, cooperativas, fundaciones, asociaciones o federaciones de 
las cuales formaron parte en un abierto conflicto de interés y/o cualquier otra irregularidad 


vinculada con la aplicación de la Ley N” 25.188. Al respecto, solicitamos que: 


1. Investigue y, oportunamente, sancione, al Sr. Emilio Miguel Ángel Pérsico, por su 
intervención respecto de los convenios de otorgamiento de soluciones económicas a 
cooperativas de trabajo vinculadas con Movimiento Evita. 

2. Investigue y, oportunamente, sancione al Sr. Alexandre Roig, por su intervención respecto 
de los convenios de otorgamiento de soluciones económicas a cooperativas de trabajo 


vinculadas con Movimiento Evita. 


3. Investigue y, oportunamente, sancione a los demás funcionarios enumerados en la presente 
y que hayan intervenido en el otorgamiento de soluciones económicas a las cooperativas de 


trabajo vinculadas a sus respectivas organizaciones sociales. 


Asimismo, requerimos a la Oficina Anticorrupción que elabore y publique una Guía específicamente 
dirigida a los funcionarios vinculados con organizaciones sociales para la inclusión de dicha 
actividad en sus respectivas declaraciones juradas de intereses y se abstengan de intervenir (ellos o 


sus subordinados jerárquicos) en los expedientes que involucran a sus respectivas organizaciones. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente, 


A Tensa UR EA 
Hernán Reyes Héctor Flores María Fernanda Reyes 


LAA 


Maximiliano Ferraro Juan Manuel López Maricel Etchecoin Moro 


